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Procedimiento: Procedimiento Ordinario [ORD] n.º 349/2018

De: 
Procurador D.  

Contra: WIZINK BANK SA
Procurador D.  

SENTENCIA N.  º   70/2019  

En Valencia, a ocho de marzo de dos mil diecinueve.

Vistos por mí, D.  , Magistrado-Juez del Juzgado
de Primera Instancia número 22 de Valencia y su Partido Judicial, los presentes autos
de Procedimiento Ordinario n.º 349/2018, seguidos a instancia del/la Procurador/a de
los Tribunales D. , en nombre y representación
de  D.  ;  contra  WIZINK  BANK  SA,
representado por e procurador de los tribunales D. ,  cuyos
autos versan sobre los siguientes,

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-  Que  por  la  meritada  representación  de  la  parte  actora  se
presentademanda arreglada a las prescripciones legales en la que, previa alegación de
los hechos y fundamentos de derecho que estima aplicables, termina suplicando que
se  dictesentencia  declarando  la  nulidad  del  contrato  referido  por  usura.
Subsidiariamente, la nulidad de las siguientes cláusulas por falta de transparencia y/o
por abusividad: cláusula de fijación de interés remuneratorio y composición de pagos
del contrato, cláusula de variación unilateral de  condiciones del contrato y cláusula de
comisión de impagados; condenando a la demandada a la restitución de los efectos
dimanantes del contrato declarado nulo o de las cláusulas cuya nulidad sea declarada,
más los intereses legales devengados, a pagar los intereses del artículo 576.1 LEC y al
pago  de  las  costas  procesales.  Funda  su  acción  en  síntesis,  en  las  alegaciones
siguientes:  El actor es consumidor y la demandada una entidad financiera. El día 28 de
marzo de 2000 el actor estaba en Barcelona dispuesto a coger un vuelo de ocio y en la
sala de espera  se le acercó un comercial de Citibank ofreciéndole la contratación de
una tarjeta de crédito,  comunicándole las grandes ventajas que le reportaría. El Sr.
González firmó con Citibank, sin negociación alguna, de modo rápido y de forma casi
automática el contrato de tarjeta revolving. Posteriormente, con  la creencia de tener
una  tarjeta  de  crédito  a  precio  de  mercado  y  cuyos  pagos  siempre  incluirían  la
reducción del  capital  pendiente, el  actor utilizó la tarjeta en diversas ocasiones, sin
advertir ni  el  tipo de interés desproporcionado ni el  mecanismo de capitalización de
intereses de la tarjeta, todo ello enmascarado en la falta de información clara sobre lo
que pagaba cada mes y el coste real de la financiación. La media histórica de la TAE
desde que se publica por el Banco de España es de un 9´067 y el tipo de interés del



año del contrato el 4´25%. El actor nunca recibió información clara del producto. Desde
la contratación se fueron cargando mensualmente cuotas que el actor atendió con la
creencia de estar pagando un interés  cercano al legal. El capital pendiente también fue
aumentando  en  casos  en  los  que  la  cuota  elegida  no  cubría  la  totalidad  de  los
intereses.  Éste  es el  sorpresivo efecto revolving de capitalización de intereses que
nunca se informó al actor cuando se le dio la opción de modificar las cuotas mensuales.
Tampoco se le dio aviso del tipo de interés que se le cobraría. El interés inicial  aplicado
al contrato es del 24´6% y actualmente el interés TAE aplicado es del 26´82 euros,
infringiéndose la Ley de Usura. La TAE impugnada es usuraria, puesto que es más del
doble de la TAE media histórica entre TAE e interés legal. Subsidiariamente, se solicita
el control de transparencia de las cuotas que no superan el cartel de incorporación. Ha
habido una variación unilateral de las condiciones del contrato que vulnera el art. 82.4
del   Texto  Refundido  de  la  Ley  General  para  la  Defensa  de  los  Consumidores  y
Usuarios. Las comisiones por devolución no pueden quedar amparadas por el principio
de libertad contractual porque carecen de causa que las justifiquen.

SEGUNDO.- Que, admitida a trámite la demanda y dispuesto el emplazamiento
del  demandado  para  compareceren  tiempo  y  forma  y   contestarla,  lo
verificaoponiéndose, solicitando su desestimación y la expresa imposición de costas al
actor. Funda su oposición, en síntesis, en las alegaciones siguientes: Las cláusulas
reseñadas en el contrato no son nulas de pleno derecho. El contrato está debidamente
suscrito por las partes, prueba inequívoca del pleno consentimiento prestado para la
solicitud del crédito. El contrato de autos cumple con la normativa de consumo vigente.
La fijación de los intereses remuneratorios que las partes convengan es libre en cuanto
elemento esencial del contrato. La actora ha utilizado la tarjeta  desde el año 2000 al
2018,  podía  protestar  las  liquidaciones,  mostrar  su  disconformidad  y  cancelar  el
contrato,  sin  que  hiciera  uso  de  estas  posibilidades.  Estamos  ante  un  interés
remuneratorio  medio  y  habitual  en  la  contratación,  2000.  Niega  que  los  intereses
remuneratorios pactados incumplan el control de transparencia ni sean usurarios. La
TAE pactada por la entidad cedentes es del 24´6% anual, que se fija en  el  A) del
Reglamento de la tarjeta de crédito suscrita. La casuística de los Tribunales es variada,
pero pocos son los que han acudido a la información facilitada por el Banco de España
para comprobar  el tipo modal de los préstamos y créditos al consumo en productos
como el  de autos,  acudiendo de forma reiterada a referenciales erróneos,  como el
interés  legal  del  dinero,  el  interés  en  préstamos  hipotecarios  o  el  interés   del
descubierto tácito. Si la gran mayoría de las entidades de crédito, en 2004, 2005 y la
actualidad, ofrecen tarjetas de crédito a TAE que se sitúan entre el 12´68% y el 29%,
llegando incluso al  41´64%, no puede considerarse que un contrato  de  tarjeta  de
crédito  al  24%  sea  usurario.  Asumiendo  que  no  se  hubieran  explicado
convenientemente las condiciones del contrato a la actora, que no es el caso, resulta
que su ulterior utilización a través de 18 años llevaría por la fuerza a entender que nos
hallamos ante un supuesto de confirmación del contrato al que se refieren los artículos
1310  y  siguientes  del  Código  Civil.  La  legalidad  vigente  en  materia  de  intereses
remuneratorios  está  constituida  por  el  principio  de  libertad  de  la  tasa  de  interés,
conforme a lo dispuesto en el  artículo 315 del Código Civil.  No es de aplicación el
artículo 1 de la Ley de Represión de la Usura al contrato de tarjeta revolving o pago
aplazado.  El  pasado  16  de  diciembre  de  2016  se  formalizó  un  convenio  de
colaboración entre la Fundación de la Magistratura y ASNEFF, a raíz de la sentencia
del  Tribunal  Supremo de 2015,  al  efecto de que los jueces y magistrados tuvieran
conocimiento  de  los  parámetros  y  tablas  que  tienen  que  aplicar  en  los  créditos
revolving. El clausulado del contrato  es legible y comprensible para su estudio previo e



información. Los intereses remuneratorios pactados en el contrato objeto de autos no
son usurarios,  según es  de ver  de  la  última jurisprudencia de nuestras  Audiencias
Provinciales.

TERCERO.-  Que,  convocadas  las  partes  a  la  audiencia  previa,  han
comparecidoambas sin llegar a acuerdo alguno, ratificándose en sus escritos iniciales y
solicitando la práctica de prueba documental, que ha sido admitida, quedando los autos
pendientes de la presente resolución.

CUARTO.-  Que  en  la  tramitación  de  estos  autos  se  han  observado  las
prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La segunda cuestión es si es usurario un interés del 24´9% T.A.E.
Señala la sentencia de la Sección 9ª de la Audiencia Provincial de Valencia de 5

de  mayo  de  2017:  “Centrados  los  términos  del  debate,  y,  para  decisión  de  la
controversia analizada se trae a la presente, por su esencial identidad, lo decidido por
el TS, Sala de lo Civil, Pleno, Sentencia n º;628/2015, de fecha 25/11/2015, Recurso de
Casación 2341/2013, Pte. Exmo. Sr.  sobre el carácter usurario de un
crédito "revolving" concedido a un consumidor: "... Se plantea en el recurso la cuestión
del carácter usurario de un "crédito revolving" concedido por una entidad financiera a
un consumidor  a  un  tipo de interés remuneratorio del  24,6% TAE.  El  recurrente
invoca  como  infringido  el  primer  párrafo  del art.  1  de  la  Ley  de  23  julio  1908  de
Represión de la Usura , que establece: « [s]erá nulo todo contrato de préstamo en que
se estipule un interés notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente
desproporcionado con las circunstancias del caso o en condiciones tales que resulte
aquél leonino, habiendo motivos para estimar que ha sido aceptado por el prestatario a
causa  de  su  situación  angustiosa,  de  su  inexperiencia  o  de  lo  limitado  de  sus
facultades  mentales»  .  Aunque  en  el  caso  objeto  del  recurso  no  se  trataba
propiamente  de  un  contrato  de  préstamo,  sino  de  un  crédito  del  que  el
consumidor  podía  disponer  mediante  llamadas  telefónicas,  para  que  se
realizaran  ingresos  en  su  cuenta  bancaria,  o  mediante  el  uso  de  una  tarjeta
expedida por la entidad financiera, le es de aplicación dicha ley, y en concreto
su art. 1, puesto que el art. 9 establece: « [l]o dispuesto por esta Ley se aplicará a toda
operación  sustancialmente  equivalente  a  un  préstamo de  dinero,  cualesquiera  que
sean la forma que revista el contrato y la garantía que para su cumplimiento se haya
ofrecido» . La flexibilidad de la regulación contenida en la Ley de Represi  ón de la Usura  ha
permitido  que  la  jurisprudencia  haya  ido  adaptando  su  aplicación  a  las  diversas
circunstancias  sociales  y  económicas.  En  el  caso  objeto  del  recurso,  la  citada
normativa ha de ser aplicada a una operación crediticia que, por sus características,
puede ser encuadrada en el ámbito del crédito al consumo. 2.- El art. 315 del Código
de Comercioestablece el principio de libertad de la tasa de interés, que en el ámbito
reglamentario  desarrollaron  la  Orden  Ministerial  de  17  de  enero  de  1981,  vigente
cuando  se  concertó  el  contrato  entre  las  partes,  y  actualmente  el art.  4.1  Orden
EHA/2899/2011,  de  28  de  octubre,  de  transparencia  y  protección  del  cliente  de
servicios  bancarios.  Mientras  que  el  interés  de  demora  fijado  en  una  cláusula  no
negociada en un contrato concertado con un consumidor puede ser objeto de control
de  contenido  y  ser  declarado  abusivo  si  supone  una  indemnización
desproporcionadamente alta al consumidor que no cumpla con sus obligaciones, como
declaramos en las sentencias núm. 265/2015, de 22 de abril ,  y 469/2015, de 8 de



septiembre ,  la  normativa  sobre  cláusulas  abusivas  en  contratos  concertados  con
consumidores  no  permite  el  control  del  carácter  "abusivo"  del  tipo  de  interés
remuneratorio  en  tanto  que  la  cláusula  en  que  se  establece  tal  interés  regula  un
elemento esencial del contrato, como es el precio del servicio, siempre que cumpla el
requisito de transparencia, que es fundamental para asegurar, en primer lugar, que la
prestación  del  consentimiento  se  ha  realizado  por  el  consumidor  con  pleno
conocimiento de la carga onerosa que la concertación de la operación de crédito le
supone  y,  en  segundo  lugar,  que  ha  podido  comparar  las  distintas  ofertas  de  las
entidades de crédito para elegir, entre ellas, la que le resulta más favorable. En este
marco, la Ley de Represión de la Usura  se configura como un límite a la autonomía
negocial  del  art.  1255 del  Código Civil  aplicable a los  préstamos,  y,  en general,  a
cualesquiera operación de crédito « sustancialmente equivalente » al préstamo. Así lo
ha declarado esta Sala en anteriores sentencias, como las núm. 406/2012, de 18 de
junio , 113/2013, de 22 de febrero , y  677/2014, de 2 de diciembre.  3.- A partir de los
primeros años cuarenta, la jurisprudencia de esta Sala volvió a la línea jurisprudencial
inmediatamente posterior a la promulgación de la Ley de Represión de la Usura, en el
sentido  de  no  exigir  que,  para  que  un  préstamo  pudiera  considerarse  usurario,
concurrieran todos los requisitos objetivos y subjetivos previstos en el art.1 de la ley.
Por  tanto,  y  en  lo  que  al  caso objeto  del  recurso  interesa,  para  que la  operación
crediticia pueda ser considerada usuraria, basta con que se den los requisitos previstos
en  el  primer  inciso  del  art.  1  de  la  ley,  esto es,  «  que  se  estipule  un  interés
notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con
las circunstancias del caso », sin que sea exigible que, acumuladamente, se exija «
que ha sido aceptado por el  prestatario a causa de su situación angustiosa, de su
inexperiencia o de lo limitado de sus facultades mentales». Cuando en las sentencias
núm.  406/2012,  de  18  de  junio ,  y  677/2014  de  2  de  diciembre  ,  exponíamos los
criterios de "unidad" y "sistematización" que debían informar la aplicación de la Ley de
Represión de la Usura, nos referíamos a que la ineficacia a que daba lugar el carácter
usurario  del  préstamo  tenía  el  mismo  alcance  y  naturaleza  en  cualquiera  de  los
supuestos  en  que  el  préstamo  puede  ser  calificado  de  usurario,  que  se  proyecta
unitariamente sobre la validez misma del contrato celebrado. Pero no se retornaba a
una jurisprudencia dejada atrás hace más de setenta años, que exigía, para que el
préstamo pudiera  ser  considerado usurario,  la  concurrencia  de  todos los requisitos
objetivos  y  subjetivos  previstos  en  el  párrafo  primero  del  art.  1  de  la  Ley.  4.- El
recurrente considera que el crédito "revolving" que le fue concedido por Banco Sygma
entra dentro  de  la  previsión del  primer inciso  del art.  1  de  la  Ley  de  Represi  ón  de  la  
Usuraen cuanto que establece un interés notablemente superior al normal del dinero y
manifiestamente desproporcionado en relación con las circunstancias del caso. La Sala
considera que la sentencia recurrida infringe elart. 1 de la Ley de Represi  ón de la Usura  por
cuanto que la operación de crédito litigiosa debe considerarse usuraria, pues concurren
los dos requisitos legales mencionados.  El  interés remuneratorio  estipulado fue del
24,6% TAE. Dado que conforme alart. 315, párrafo segundo, del Código de Comercio,
« se reputará interés toda prestación pactada a favor del acreedor »,  el porcentaje
que  ha  de  tomarse  en  consideración  para  determinar  si  el  interés  es
notablemente superior al normal del dinero no es el nominal, sino la tasa anual
equivalente (TAE), que se calcula tomando en consideración cualesquiera pagos que
el prestatario ha de realizar al prestamista por razón del préstamo, conforme a unos
estándares legalmente predeterminados. Este extremo es imprescindible (aunque no
suficiente  por  sí  solo)  para  que la  cláusula  que establece el  interés  remuneratorio
pueda ser considerada transparente, pues no solo permite conocer de un modo más
claro  la  carga  onerosa  que  para  el  prestatario  o  acreditado  supone  realmente  la



operación,  sino  que  además  permite  una  comparación  fiable  con  los  préstamos
ofertados por la competencia. El interés con el que ha de realizarse la comparación es
el "normal del dinero". No se trata, por tanto, de compararlo con el interés legal del
dinero, sino con el interés « normal o habitual, en concurrencia con las circunstancias
del caso y la libertad existente en esta materia » (sentencia núm. 869/2001, de 2 de
octubre ). Para establecer lo que se considera "interés normal" puede acudirse a
las  estadísticas  que  publica  el  Banco  de  España,  tomando  como  base  la
información que mensualmente tienen que  facilitarle  las  entidades  de crédito
sobre los tipos de interés que aplican a diversas modalidades de operaciones
activas y pasivas (créditos y préstamos personales hasta un año y hasta tres
años, hipotecarios a más de tres años, cuentas corrientes, cuentas de ahorro,
cesiones  temporales,  etc.).  Esa  obligación  informativa  de  las  entidades  tiene  su
origen en el artículo 5.1 de los Estatutos del Sistema Europeo de Bancos Centrales y
del Banco Central Europeo (BCE), que recoge la obligación de este último, asistido por
los  bancos  centrales  nacionales,  de  recopilar  la  información  estadística  necesaria
través de los agentes económicos. Para ello, el BCE adoptó el Reglamento (CE) nº
63/2002, de 20 de diciembre de 2001, sobre estadísticas de los tipos de interés que las
instituciones financieras monetarias aplican a los depósitos y a los préstamos frente a
los hogares y a las sociedades no financieras; y a partir de ahí, el Banco de España, a
través de su Circular 4/2002, de 25 de junio, dio el obligado cumplimiento al contenido
del Reglamento, con objeto de poder obtener de las entidades de crédito la información
solicitada.  En el  supuesto objeto del  recurso,  la  sentencia  recurrida fijó  como
hecho acreditado que el  interés del  24,6% TAE apenas superaba el  doble del
interés medio ordinario en las operaciones de crédito al consumo de la época en
que se concertó el contrato, lo que, considera, no puede tacharse de excesivo.
La cuestión no es tanto si es o no excesivo, como si es « notablemente superior
al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias
del caso », y esta Sala considera que una diferencia de esa envergadura entre el
TAE fijado en la operación y el interés medio de los préstamos al consumo en la
fecha en que fue concertado permite considerar el  interés estipulado como «
notablemente superior al normal del dinero».  5.-Para que el préstamo pueda ser
considerado  usurario  es  necesario  que,  además  de  ser  notablemente  superior  al
normal del dinero, el interés estipulado sea « manifiestamente desproporcionado con
las  circunstancias  del  caso»  .En  principio,  dado  que  la  normalidad  no  precisa  de
especial  prueba mientras que es la  excepcionalidad la  que necesita  ser  alegada y
probada, en el supuesto enjuiciado no concurren otras circunstancias que las relativas
al carácter de crédito al consumo de la operación cuestionada. La entidad financiera
que  concedió  el  crédito  "revolving"  no  ha  justificado  la  concurrencia  de
circunstancias  excepcionales  que  expliquen  la  estipulación  de  un  interés
notablemente  superior  al  normal  en  las  operaciones  de  crédito  al  consumo.
Generalmente, las circunstancias excepcionales que pueden justificar un tipo de
interés  anormalmente  alto  están  relacionadas  con  el  riesgo  de  la  operación.
Cuando el prestatario va a utilizar el dinero obtenido en el préstamo en una operación
especialmente lucrativa pero de alto riesgo, está justificado que quien le financia, al
igual  que  participa  del  riesgo,  participe  también  de  los  altos  beneficios  esperados
mediante  la  fijación  de  un  interés  notablemente  superior  al  normal.  Aunque  las
circunstancias concretas de un determinado préstamo, entre las que se encuentran el
mayor riesgo para el prestamista que pueda derivarse de ser menores las garantías
concertadas, puede justificar,  desde el punto de vista de la aplicación de la Ley de
Represión de la Usura , un interés superior al que puede considerarse normal o medio
en el mercado, como puede suceder en operaciones de crédito al consumo, no puede



justificarse  una  elevación  del  tipo  de  interés  tan  desproporcionado  en
operaciones de financiación al consumo como la que ha tenido lugar en el caso
objeto del recurso, sobre la base del riesgo derivado del alto nivel de impagos
anudado a operaciones de crédito al consumo concedidas de un modo ágil y sin
comprobar adecuadamente la capacidad de pago del prestatario, por cuanto que
la  concesión irresponsable de préstamos al  consumo a tipos de interés muy
superiores  a  los  normales,  que  facilita  el  sobreendeudamiento  de  los
consumidores y trae como consecuencia que quienes cumplen regularmente sus
obligaciones  tengan  que  cargar  con  las  consecuencias  del  elevado  nivel  de
impagos, no puede ser objeto de protección por el ordenamiento jurídico.  6.- Lo
expuesto  determina  que  se  haya  producido  una  infracción  del art.  1  de  la  Ley  de
Represión de la Usura  , al no haber considerado usurario el crédito "revolving" en el
que se estipuló un interés notablemente superior al normal del dinero en la fecha en
que fue concertado el contrato, sin que concurra ninguna circunstancia jurídicamente
atendible que justifique un interés tan notablemente elevado”- 

La sentencia de la Sección 6ª de la Audiencia Provincial de Valencia de 12 de
diciembre de 2018 señala: “El interés remuneratorio estipulado fue del 24,6% TAE.
Dado  que  conforme  al  art.  315,  párrafo  segundo,  del  Código  de  Comercio  ,  " se
reputará interés toda prestación pactada a favor del acreedor ", el porcentaje que ha de
tomarse en consideración para determinar si  el  interés es notablemente superior al
normal del dinero no es el nominal, sino la tasa anual equivalente (TAE), que se calcula
tomando  en  consideración  cualesquiera  pagos  que  el  prestatario  ha  de  realizar  al
prestamista  por  razón  del  préstamo,  conforme  a  unos  estándares  legalmente
predeterminados. Este extremo es imprescindible (aunque no suficiente por sí  solo)
para que la cláusula que establece el  interés remuneratorio pueda ser considerada
transparente, pues no solo permite conocer de un modo más claro la carga onerosa
que para el prestatario o acreditado supone realmente la operación, sino que además
permite una comparación fiable con los préstamos ofertados por la competencia. El
interés con el que ha de realizarse la comparación es el "normal del dinero". No se
trata,  por  tanto,  de  compararlo  con  el  interés  legal  del  dinero,  sino  con  el  interés
" normal  o  habitual,  en  concurrencia  con  las  circunstancias  del  caso  y  la  libertad
existente  en esta  materia "  ( sentencia  núm.  869/2001,  de  2  de  octubre ).  Para
establecer lo que se considera "interés normal" puede acudirse a las estadísticas que
publica el Banco de España, tomando como base la información que mensualmente
tienen que facilitarle las entidades de crédito sobre los tipos de interés que aplican a
diversas  modalidades  de  operaciones  activas  y  pasivas  (créditos  y  préstamos
personales hasta un año y hasta tres años, hipotecarios a más de tres años, cuentas
corrientes, cuentas de ahorro, cesiones temporales, etc.). Esa obligación informativa de
las entidades tiene su origen en el artículo 5.1 de los Estatutos del Sistema Europeo de
Bancos Centrales y del Banco Central  Europeo (BCE), que recoge la obligación de
este último, asistido por los bancos centrales nacionales, de recopilar la información
estadística  necesaria  través de los  agentes  económicos.  Para  ello,  el  BCE adoptó
el Reglamento (CE) nº 63/2002, de 20 de diciembre de 2001, sobre estadísticas de los
tipos de interés que las instituciones financieras monetarias aplican a los depósitos y a
los préstamos frente a los hogares y a las sociedades no financieras; y a partir de ahí,
el Banco de España, a través de su Circular 4/2002, de 25 de junio, dio el obligado
cumplimiento  al  contenido  del  Reglamento,  con  objeto  de  poder  obtener  de  las
entidades de crédito la información solicitada. En el supuesto objeto del recurso, la
sentencia recurrida fijó como hecho acreditado que el interés del 24,6% TAE apenas
superaba el doble del interés medio ordinario en las operaciones de crédito al consumo
de la época en que se concertó el contrato, lo que, considera, no puede tacharse de



excesivo.  La cuestión no es tanto si  es o no excesivo,  como si  es " notablemente
superior  al  normal  del  dinero  y  manifiestamente  desproporcionado  con  las
circunstancias del caso ", y esta Sala considera que una diferencia de esa envergadura
entre el TAE fijado en la operación y el interés medio de los préstamos al consumo en
la  fecha  en  que  fue  concertado  permite  considerar  el  interés  estipulado  como  "
notablemente  superior  al  normal  del  dinero"  .  5.- Para  que  el  préstamo pueda  ser
considerado  usurario  es  necesario  que,  además  de  ser  notablemente  superior  al
normal del dinero, el interés estipulado sea "manifiestamente desproporcionado con las
circunstancias del caso" . En principio, dado que la normalidad no precisa de especial
prueba mientras que es la excepcionalidad la que necesita ser alegada y probada, en
el supuesto enjuiciado no concurren otras circunstancias que las relativas al carácter
de crédito al consumo de la operación cuestionada. La entidad financiera que concedió
el crédito "revolving" no ha justificado la concurrencia de circunstancias excepcionales
que expliquen la estipulación de un interés notablemente superior al  normal en las
operaciones de crédito al  consumo. Generalmente, las circunstancias excepcionales
que pueden justificar un tipo de interés anormalmente alto están relacionadas con el
riesgo de la operación. Cuando el  prestatario va a utilizar el  dinero obtenido en el
préstamo en una operación especialmente lucrativa pero de alto riesgo, está justificado
que quien le financia, al igual que participa del riesgo, participe también de los altos
beneficios  esperados  mediante  la  fijación  de  un  interés  notablemente  superior  al
normal. Aunque las circunstancias concretas de un determinado préstamo, entre las
que se encuentran el mayor riesgo para el prestamista que pueda derivarse de ser
menores las garantías concertadas,  puede justificar,  desde el  punto  de vista  de la
aplicación  de  la  Ley  de  Represión  de  la  Usura,  un  interés  superior  al  que  puede
considerarse normal o medio en el mercado, como puede suceder en operaciones de
crédito  al  consumo,  no  puede  justificarse  una  elevación  del  tipo  de  interés  tan
desproporcionado en operaciones de financiación al consumo como la que ha tenido
lugar en el caso objeto del recurso, sobre la base del riesgo derivado del alto nivel de
impagos anudado a operaciones de crédito al consumo concedidas de un modo ágil y
sin comprobar adecuadamente la capacidad de pago del prestatario, por cuanto que la
concesión irresponsable de préstamos al consumo a tipos de interés muy superiores a
los normales, que facilita el sobre endeudamiento de los consumidores y trae como
consecuencia que quienes cumplen regularmente sus obligaciones tengan que cargar
con  las  consecuencias  del  elevado  nivel  de  impagos,  no  puede  ser  objeto  de
protección  por  el  ordenamiento  jurídico.  6.- Lo expuesto  determina  que  se  haya
producido una infracción del art.  1 de la Ley de Represión de la Usura, al no
haber considerado usurario el crédito "revolving" en el que se estipuló un interés
notablemente superior al normal del dinero en la fecha en que fue concertado el
contrato,  sin  que concurra  ninguna circunstancia  jurídicamente atendible  que
justifique un interés tan notablemente elevado”.

La sentencia de la Sección 7ª de la Audiencia Provincial de Valencia de 15 de
octubre  de  2018  analiza  un  supuesto  de  “de  un  contrato  de  préstamo  "para  la
financiación  de necesidades  personales"  suscrito  con un consumidor,  en  el  que  el
capital prestado es de 3.000.- € y por el que el prestatario ha de pagar 4.703.04.-€; por
tanto se le cobra 1.539,01.-€ como intereses por el aplazamiento o, lo que es lo mismo,
como intereses remuneratorios. En el mismo contrato se fija un interés fijo del 20,68%
anual y una TAE de 22,75%”, y señala: “Examinado el presente contrato a la luz de la
jurisprudencia  citada  estimamos  que  le  es  aplicable  la  ley  de  represión  de  la
usura porque se trata de un contrato de préstamo, y porque el interés remuneratorio
que  se  pactó  puede  calificarse  de  usuario  ya  que,  en  tales  fechas,  el  interés
remuneratorio en los créditos al consumo estaban en un 8,77% atendiendo al interés



normal del dinero, no al que los Bancos puedan fijar y, el pactado, es notablemente
superior  al  normal  del  dinero  y  manifiestamente  desproporcionado  con  las
circunstancias  del  caso  sin  que  se  haya  invocado  ni  probado  el  concurso  de
circunstancias  especiales  que  lo  puedan  justificar.  Por  todo  lo  expuesto  procede
declarar que el tipo de interés pactado es usuario”.

La sentencia de la Sección 11ª de la Audiencia Provincial de Valencia de 29 de
marzo  de  2018  señala:  “  Por  tanto,  para  que  la  operación  crediticia  pueda  ser
considerada usuraria, basta con que se den los requisitos previstos en su primer inciso,
esto  es:  "que  se  estipule  un  interés  notablemente  superior  al  normal  del  dinero  y
manifiestamente  desproporcionado  con  las  circunstancias  del  caso,  sin  que  sea
exigible, acumuladamente, que a su vez haya sido aceptado por el prestatario "a causa
de su situación angustiosa,  de su inexperiencia o de lo  limitado de sus facultades
mentales". Y se considera que el crédito "revolving" entra dentro de la previsión de
aquel primer inciso del artículo 1 de la Ley de Represión de la Usura en cuanto que
establece  un  interés notablemente  superior  al  normal  del  dinero  y  manifiestamente
desproporcionado en relación con las circunstancias del caso. Siendo el porcentaje que
ha de tomarse en consideración para determinar si el interés es notablemente superior
al normal del dinero no el nominal, sino la tasa anual equivalente (TAE), que se calcula
tomando  en  consideración  cualesquiera  pagos  que  el  prestatario  ha  de  realizar  al
prestamista  por  razón  del  préstamo,  conforme  a  unos  estándares  legalmente
predeterminados. Extremo, por lo demás, imprescindible (aunque no suficiente por sí
solo)  para  que  la  cláusula  que  establece  el  interés remuneratorio  pueda  ser
considerada transparente,  pues no solo permite  conocer  de un modo más claro la
carga onerosa que para el prestatario o acreditado supone realmente la operación, sino
que  además  permite  una  comparación  fiable  con  los  préstamos  ofertados  por  la
competencia. El interés con el que ha de realizarse la comparación es el "normal del
dinero". No se trata, por tanto, de compararlo con el interés legal del dinero, sino con el 
interés normal o habitual en concurrencia con las circunstancias del caso y la libertad
existente en esta materia. Y para establecer lo que se considera "interés normal" puede
acudirse a las estadísticas que publica el Banco de España, tomando como base la
información que mensualmente tienen que facilitarle las entidades de crédito sobre los
tipos de interés que aplican a diversas modalidades de operaciones activas y pasivas
(créditos y préstamos personales hasta un año y hasta tres años, hipotecarios a más
de tres años, cuentas corrientes, cuentas de ahorro, cesiones temporales, etc.). Esa
obligación  informativa  de  las  entidades  tiene  su  origen  en  el  artículo  5.1  de  los
Estatutos  del  Sistema Europeo de Bancos Centrales  y  del  Banco Central  Europeo
(BCE),  que  recoge  la  obligación  de  este  último,  asistido  por  los  bancos  centrales
nacionales,  de  recopilar  la  información estadística  necesaria  través de los  agentes
económicos.  Para  ello,  el  BCE adoptó  el  Reglamento  (CE)  nº.  63/2002,  de  20  de
diciembre de 2001,  sobre  estadísticas  de  los  tipos  de interés que  las  instituciones
financieras monetarias aplican a los depósitos y a los préstamos frente a los hogares y
a las sociedades no financieras; y a partir de ahí, el Banco de España, a través de
su Circular  4/2002,  de  25  de  junio,  dio  el  obligado  cumplimiento  al  contenido  del
Reglamento, con objeto de poder obtener de las entidades de crédito la información
solicitada. Y así se considera que el interés del 24,6% TAE es notablemente superior al
normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso
y el interés medio de los préstamos al consumo en la fecha en que fue concertado. Y
dado que, atendiendo a que la normalidad no precisa de especial prueba mientras que
es la  excepcionalidad la  que necesita  ser  alegada y  probada,  y  no concurrir  otras
circunstancias  que  las  relativas  al  carácter  de  crédito  al  consumo de  la  operación
cuestionada, la  entidad financiera que concedió el  crédito "revolving" no justificó la



concurrencia  de  circunstancias  excepcionales  que explicasen la  estipulación  de un
interés notablemente superior  al  normal  en las operaciones de crédito  al  consumo,
normalmente relacionadas con el riesgo de la operación, pues cuando el prestatario va
a utilizar el dinero obtenido en el préstamo en una operación especialmente lucrativa
pero de alto riesgo, está justificado que quien le financia, al  igual que participa del
riesgo, lo haga también de los altos beneficios esperados mediante la fijación de un
interés notablemente superior  al  normal.  Pero aun así  sin  que pueda ser  la  razón,
desde el punto de vista de la aplicación de la Ley de Represión de la Usura, el riesgo
derivado del  alto  nivel  de  impagos anudado a  operaciones de  crédito  al  consumo
concedidas de un modo ágil y sin comprobar adecuadamente la capacidad de pago del
prestatario,  por cuanto que la concesión irresponsable de préstamos al  consumo a
tipos de interés muy superiores a los normales, que facilita el sobreendeudamiento de
los consumidores y trae como consecuencia que quienes cumplen regularmente sus
obligaciones tengan que cargar con las consecuencias del elevado nivel de impagos,
no puede ser objeto de protección por el ordenamiento jurídico. Doctrina aplicable al
caso,  puesto  que  comparando  los  tipos  de  interés activos  correspondientes  a  las
entidades de crédito desde el año 2007 publicados por el Banco de España en su web
-como parámetros a tener en cuenta y no los indicados por la demandante-, y más
concretamente  de  los  años  2011  y  2012,  en  los  que  se  inician  en  un  caso  y  se
producen las más relevantes en otro las peticiones de transferencias de la demandada,
los TAE más elevados el 9,31 % y 10,07 %, de los que se alejan ostensiblemente
los plasmados en el contrato que sirve de base a la reclamación del 25,02 % y
23,56 % antes aludido. Lo que conlleva su nulidad radical, absoluta y originaria,
que no admite convalidación confirmatoria, porque es fatalmente insubsanable,
ni es susceptible de prescripción extintiva, con consecuencias previstas en el
art.  3  LRU, esto es,  que el  prestatario está obligado solo a entregar la  suma
recibida”.

La sentencia de la Sección 2ª de la Audiencia Provincial de Burgos  de 18 de
diciembre de 2017 analiza  un contrato de crédito al consumo denominado línea de
crédito Vida libre NUM001 ", con una petición de trasferencia inicial de 1200 €, y un
tipo de interés TAE 22,95%,señalando: “TERCERO.- La parte demandada invocaba
como  motivos  de  oposición  y  reconvención  no  solo  el  carácter  abusivo  de  las
condiciones  del  préstamo,  extremo  que  resuelve  la  sentencia,  rechazando  la
apreciación de abusividad respecto del interés remuneratorio y el carácter usurario del
préstamo en aplicación de la Ley de Azcaráte. Respecto de la consideración como
usurario  de  un  préstamo  indicar  que el TS  en  S.25-11-2015  señala:" para  que  la
operación  crediticia  pueda  ser  considerada  usuraria,  basta  con  que  se  den  los
requisitos previstos en el primer inciso del art. 1 de la ley, esto es, « que se estipule un
interés  notablemente  superior  al  normal  del  dinero  y  manifiestamente
desproporcionado  con  las  circunstancias  del  caso  »,  sin  que  sea  exigible  que,
acumuladamente, se exija « que ha sido aceptado por el prestatario a causa de su
situación angustiosa, de su inexperiencia o de lo limitado de sus facultades mentales».
Indica asimismo : " El interés con el que ha de realizarse la comparación es el "normal
del dinero". No se trata, por tanto, de compararlo con el interés legal del dinero, sino
con el interés « normal o habitual, en concurrencia con las circunstancias del caso y la
libertad existente en esta materia » (sentencia núm. 869/2001, de 2 de octubre). Para
establecer lo que se considera "interés normal" puede acudirse a las estadísticas que
publica el Banco de España, tomando como base la información que mensualmente
tienen que facilitarle las entidades de crédito sobre los tipos de interés que aplican a
diversas  modalidades  de  operaciones  activas  y  pasivas  (créditos  y  préstamos



personales hasta un año y hasta tres años, hipotecarios a más de tres años, cuentas
corrientes, cuentas de ahorro, cesiones temporales, etc.) . Esa obligación informativa
de las entidades tiene su origen en el artículo 5.1 de los Estatutos del Sistema Europeo
de Bancos Centrales y del Banco Central Europeo (BCE), que recoge la obligación de
este último, asistido por los bancos centrales nacionales, de recopilar la información
estadística  necesaria  través de los  agentes  económicos.  Para  ello,  el  BCE adoptó
el Reglamento (CE) nº 63/2002, de 20 de diciembre de 2001, sobre estadísticas de los
tipos de interés que las instituciones financieras monetarias aplican a los depósitos y a
los préstamos frente a los hogares y a las sociedades no financieras; y a partir de ahí,
el Banco de España, a través de su Circular 4/2002, de 25 de junio, dio el obligado
cumplimiento  al  contenido  del  Reglamento,  con  objeto  de  poder  obtener  de  las
entidades de crédito la información solicitada. En el supuesto objeto del recurso, la
sentencia recurrida fijó como hecho acreditado que el interés del 24,6% TAE apenas
superaba el doble del interés medio ordinario en las operaciones de crédito al consumo
de la época en que se concertó el contrato, lo que, considera, no puede tacharse de
excesivo. La cuestión no es tanto si  es o no excesivo, como si  es « notablemente
superior  al  normal  del  dinero  y  manifiestamente  desproporcionado  con  las
circunstancias  del  caso  »,  y  esta  Sala  considera  que  una  diferencia  de  esa
envergadura entre el TAE fijado en la operación y el interés medio de los préstamos al
consumo en la fecha en que fue concertado permite considerar el interés estipulado
como « notablemente superior al normal del dinero» . 5.-Para que el préstamo pueda
ser considerado usurario es necesario que, además de ser notablemente superior al
normal del dinero, el interés estipulado sea « manifiestamente desproporcionado con
las  circunstancias  del  caso».  En  principio, dado  que  la  normalidad  no  precisa  de
especial  prueba mientras que es la  excepcionalidad la  que necesita  ser  alegada y
probada, en el supuesto enjuiciado no concurren otras circunstancias que las relativas
al carácter de crédito al consumo de la operación cuestionada. La entidad financiera
que concedió el crédito “revolving”no ha justificado la concurrencia de circunstancias
excepcionales que expliquen la estipulación de un interés notablemente superior al
normal en las operaciones de crédito al  consumo. Generalmente, las circunstancias
excepcionales  que  pueden  justificar  un  tipo  de  interés  anormalmente  alto  están
relacionadas con el riesgo de la operación. Cuando el prestatario va a utilizar el dinero
obtenido en el préstamo en una operación especialmente lucrativa pero de alto riesgo,
está justificado que quien le financia, al igual que participa del riesgo, participe también
de  los  altos  beneficios  esperados  mediante  la  fijación  de  un  interés  notablemente
superior al normal. Aunque las circunstancias concretas de un determinado préstamo,
entre las que se encuentran el mayor riesgo para el prestamista que pueda derivarse
de ser menores las garantías concertadas, puede justificar, desde el punto de vista de
la aplicación de la Ley de Represión de la Usura, un interés superior al que puede
considerarse normal o medio en el mercado, como puede suceder en operaciones de
crédito  al  consumo,  no  puede  justificarse  una  elevación  del  tipo  de  interés  tan
desproporcionado en operaciones de financiación al consumo como la que ha tenido
lugar en el caso objeto del recurso, sobre la base del riesgo derivado del alto nivel de
impagos anudado a operaciones de crédito al consumo concedidas de un modo ágil y
sin comprobar adecuadamente la capacidad de pago del prestatario, por cuanto que la
concesión irresponsable de préstamos al consumo a tipos de interés muy superiores a
los normales, que facilita el  sobreendeudamiento de los consumidores y trae como
consecuencia que quienes cumplen regularmente sus obligaciones tengan que cargar
con  las  consecuencias  del  elevado  nivel  de  impagos,  no  puede  ser  objeto  de
protección  por  el  ordenamiento  jurídico".  CUARTO.- Aplicando  la  doctrina
precedentemente  expuesta  al  presente  caso  en  el  que  el  préstamo  fue  suscrito



inicialmente  en  fecha  8-2-2007  estableciéndose  un  interés  nominal  anual  del
20,84% y un TAE anual del 22,95%, no cabe considerar las tablas facilitadas por la
prestamista referidas además a fechas posteriores. Consultada la base de datos del
Banco  de  España  en  el  mes  de  suscripción  del  préstamo  resulta  que  en
operación de créditoal consumo entre 1 y 5 años el tipo medio era del 8,61% con
un TAE en España del 9,38%. En un caso similar (préstamo suscrito en marzo 2007)
se pronuncia la AP Madrid sección 12 en S. del 03 de mayo de 2017 s eñalando que:
" el interés del 24,6% TAE apenas superaba el doble del interés medio ordinario en las
operaciones de crédito al consumo de la época en que se concertó el contrato, lo que,
considera, no puede tacharse de excesivo. La cuestión no es tanto si es o no excesivo,
como  si  es  «notablemente  superior  al  normal  del  dinero  y  manifiestamente
desproporcionado con las circunstancias del  caso», y esta Sala considera que una
diferencia de esa envergadura entre el TAE fijado en la operación y el interés medio de
los préstamos al consumo en la fecha en que fue concertado permite considerar el
interés  estipulado  como  «notablemente  superior  al  normal  del  dinero".  Asimismo
señala : "Aunque las circunstancias concretas de un determinado préstamo, entre las
que se encuentran el mayor riesgo para el prestamista que pueda derivarse de ser
menores las garantías concertadas,  puede justificar,  desde el  punto  de vista  de la
aplicación  de  la Ley  de  Represión  de  la  Usura,  un  interés  superior  al  que  puede
considerarse normal o medio en el mercado, como puede suceder en operaciones de
crédito  al  consumo,  no  puede  justificarse  una  elevación  del  tipo  de  interés  tan
desproporcionado en operaciones de financiación al consumo como la que ha tenido
lugar en el caso objeto del recurso, sobre la base del riesgo derivado del alto nivel de
impagos anudado a operaciones de crédito al consumo concedidas de un modo ágil y
sin comprobar adecuadamente la capacidad de pago del prestatario, por cuanto que la
concesión irresponsable de préstamos al consumo a tipos de interés muy superiores a
los normales, que facilita el  sobreendeudamiento de los consumidores y trae como
consecuencia que quienes cumplen regularmente sus obligaciones tengan que cargar
con  las  consecuencias  del  elevado  nivel  de  impagos,  no  puede  ser  objeto  de
protección por el ordenamiento jurídico". En estas circunstancias parece claro que el
tipo de interés fijado a la operación y las circunstancias valoradas son semejantes a las
analizadas en las sentencias antes indicadas, por lo que ha de apreciarse la misma
consecuencia jurídica declarando su carácter usurario”.

También analiza profusamente la cuestión la sentencia de la Sección 5ª de la
Audiencia Provincial  de Asturias de 12 de diciembre de 2017, señalando: “Sobre la
cuestión que se suscita en la alzada, esto es, la nulidad por razón de la usura de los
intereses, ha sido resuelta en varias ocasiones por esta misma Sala, la primera de
ellas por auto de 28-4-2.016 , en la que transcribió la sentencia del TS de 25-11-2.015
y, por citar la más reciente, la sentencia de 24-10-2017 señaló lo siguiente: "La Sala
considera que la sentencia recurrida infringe el art. 1 de la Ley de Represi  ón de la  
Usurapor cuanto que la operación de crédito litigiosa debe considerarse usuraria, pues
concurren  los  dos  requisitos  legales  mencionados.  El  interés  remuneratorio
estipulado fue del 24,6% TAE.Dado que conforme al art. 315, párrafo segundo, del
Código  de  Comercio ,  «se  reputará  interés  toda  prestación  pactada  a  favor  del
acreedor», el porcentaje que ha de tomarse en consideración para determinar si
el interés es notablemente superior al normal del dinero no es el nominal, sino la
tasa  anual  equivalente  (TAE),  que  se  calcula  tomando  en  consideración
cualesquiera pagos que el prestatario ha de realizar al prestamista por razón del
préstamo, conforme a unos estándares legalmente predeterminados. Este extremo es
imprescindible (aunque no suficiente por sí solo) para que la cláusula que establece el
interés  remuneratorio  pueda  ser  considerada  transparente,  pues  no  solo  permite



conocer de un modo más claro la carga onerosa que para el prestatario o acreditado
supone realmente la operación, sino que además permite una comparación fiable con
los préstamos ofertados por la competencia. El interés con el que ha de realizarse la
comparación es el "normal del dinero". No se trata, por tanto, de compararlo con el
interés legal del dinero, sino con el interés «normal o habitual, en concurrencia con las
circunstancias  del  caso  y  la  libertad  existente  en esta  materia»  (sentencia  núm.
869/2.001, de 2 de octubre  ). Para establecer lo que se considera "interés normal"
puede acudirse  a  las  estadísticas  que  publica  el  Banco de  España,  tomando
como base la información que mensualmente tienen que facilitarle las entidades
de  créditosobre  los  tipos  de  interés  que  aplican  a  diversas  modalidades  de
operaciones activas y pasivas (créditosy préstamos personales hasta un año y
hasta tres años, hipotecarios a más de tres años, cuentas corrientes, cuentas de
ahorro, cesiones temporales, etc.). Esa obligación informativa de las entidades tiene
su origen en el artículo 5.1 de los Estatutos del Sistema Europeo de Bancos Centrales
y del Banco Central Europeo (BCE), que recoge la obligación de este último, asistido
por los bancos centrales nacionales, de recopilar la información estadística necesaria
través  de los  agentes  económicos.  Para  ello,  el  BCE adoptó  el Reglamento  (CE)  n  º  
63/2002, de 20 de diciembre de 2.001, sobre estadísticas de los tipos de interés que las
instituciones financieras monetarias aplican a los depósitos y a los préstamos frente a
los hogares y a las sociedades no financieras; y a partir de ahí, el Banco de España, a
través de su Circular 4/2.002, de 25 de junio, dio el obligado cumplimiento al contenido
del Reglamento, con objeto de poder obtener de las entidades de crédito la información
solicitada. En el supuesto objeto del recurso, la sentencia recurrida fijó como hecho
acreditado que el interés del 24,6% TAE apenas superaba el doble del interés medio
ordinario en las operaciones de crédito al consumo de la época en que se concertó el
contrato, lo que, considera, no puede tacharse de excesivo. La cuestión no es tanto si
es  o  no  excesivo,  como  si  es  «notablemente  superior  al  normal  del  dinero  y
manifiestamente  desproporcionado  con  las  circunstancias  del  caso»,  y  esta  Sala
considera que una diferencia de esa envergadura entre el TAE fijado en la operación y
el  interés medio de los préstamos al  consumo en la  fecha en que fue concertado
permite considerar el  interés estipulado como «notablemente superior al  normal del
dinero». 5.- Para que el préstamo pueda ser considerado usurario es necesario que,
además de ser notablemente superior al normal del dinero, el interés estipulado sea
«manifiestamente  desproporcionado  con  las  circunstancias  del  caso».  En  principio,
dado  que  la  normalidad  no  precisa  de  especial  prueba  mientras  que  es  la
excepcionalidad la que necesita ser alegada y probada, en el supuesto enjuiciado no
concurren otras circunstancias que las relativas al carácter de crédito al consumo de la
operación cuestionada. La entidad financiera que concedió el crédito “revolving" no ha
justificado  la  concurrencia  de  circunstancias  excepcionales  que  expliquen  la
estipulación  de  un  interés  notablemente  superior  al  normal  en  las  operaciones  de
crédito al consumo.  Generalmente, las circunstancias excepcionales que pueden
justificar un tipo de interés anormalmente alto están relacionadas con el riesgo
de la operación. Cuando el prestatario va a utilizar el dinero obtenido en el préstamo
en una operación especialmente lucrativa pero de alto riesgo, está justificado que quien
le financia, al igual que participa del riesgo, participe también de los altos beneficios
esperados mediante la fijación de un interés notablemente superior al normal. Aunque
las circunstancias concretas de un determinado préstamo, entre las que se encuentran
el mayor riesgo para el prestamista que pueda derivarse de ser menores las garantías
concertadas, puede justificar, desde el punto de vista de la aplicación de la Ley de
Represión de la Usura, un interés superior al que puede considerarse normal o medio
en el mercado, como puede suceder en operaciones de crédito al consumo, no puede



justificarse una elevación del tipo de interés tan desproporcionado en operaciones de
financiación al consumo como la que ha tenido lugar en el caso objeto del recurso. El
carácter usurario del crédito conlleva su nulidad, que ha sido calificada por esta Sala
como «radical, absoluta y originaria, que no admite convalidación confirmatoria, porque
es fatalmente insubsanable, ni es susceptible de prescripción extintiva»sentencia núm.
539/2.009, de 14 de julio. Las consecuencias de dicha nulidad son las previstas en
el art.3 de la Ley de Represión de la Usura, esto es, el prestatario estará obligado a
entregar tan sólo la suma recibida". Finalmente, la sentencia de 10-7-2.017 de esta
Sala se reiteró este criterio, profundizando en los motivos en aquel caso alegados, y
que  pretendían  justificar  el  alza  de  los  tipos  de  interés.  En  esta  resolución  se
señaló: "El verdadero centro de la cuestión, no es otro que cuál debe de ser el
precio o interés normal del dinero a tomar por referencia para decidir sobre el
carácter usurario o no del litigioso, si el habitual en el mercado para ese concreto
producto o forma de financiación o es posible y debido considerar otro distinto,
cual serían los préstamos a la financiación de 1 a 5 años, como hace el actor .
La STS de 25-11-2.015 se decantó por lo segundo, su criterio es el seguido por la
sentencia recurrida y también por esta Sala (sentencias de fecha 7-10-2.016 , 7-
4 y 23- 5-2.017 ) y por otras muchas de nuestras Audiencias ( SAP Pontevedra,
Sección  6ª,  de  fecha  27-10-2.016,  Salamanca,  Sección  1 ª, de  fecha  18-3-
2.016 , Barcelona, Sección 14ª, de fecha 29-12-2.015 , Jaén, Sección 1ª, de fecha
17-2-2.016 , Guipúzcoa, Sección 2ª, de fecha 15-2-2.016 , Madrid, Sección 20ª, de
fecha 20-2-2.017 , Badajoz, Sección 3ª, de fecha 15-2- 2.017, Murcia, Sección 1ª,
de fecha 24-10-2.016 y Lérida, Sección 2ª, de fecha 2-5-2.016....).El art. 1 de la Ley
de Represión de Usura declara usurario y, por tanto, nulo todo contrato de préstamo en
que  se  estipule  un  interés  notablemente  superior  al  normal  del  dinero  y
manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso; se trata, por tanto,
de un supuesto de usura que, como explica la precitada STS de 25-11-2.015 , requiere
de  la  concurrencia  de  dos  circunstancias,  por  un  lado,  el  pacto  de  un  interés
notablemente  superior  al  normal  del  dinero;  y  de  otro,  que  dicho  pacto  no  venga
justificado  por  las  circunstancias  del  caso.En  la  contestación  a  la  demanda  el
recurrente justifica que el interés remuneratorio normalmente aplicado a la financiación
mediante tarjeta de crédito en la facilidad o disponibilidad del cliente del crédito, lo que
determina un mayor riesgo,  remitiéndose a las consideraciones del  informe técnico
acompañado con la contestación.Dicho informe (folios 69 y sigts.) justifica el interés
remuneratorio más elevado para los contratos de tarjeta de crédito en relación a los
préstamos  al  consumo  en  la  concurrencia  de  diversos  elementos  económicos
diferenciadores  (finalidad  económica,  mecanismos  de  concesión,  formalización  y
funcionamiento,  importe  y  plazo)  que  determinan  un  mayor  riesgo  en  el  crédito
inherente al contrato de tarjeta de crédito con respecto al simple contrato de préstamo
al consumo, que explicaría su interés remuneratorio notablemente más elevado con
respecto al segundo (folio 81. Es decir, que no se considera el medio de financiación
mediante tarjeta de crédito como un género distinto de los contratos a la financiación
para el consumo, sino como una especie de aquéllos en que el interés remuneratorio
más elevado se justifica por el riesgo inherente a su configuración, es decir y por tanto,
en razón del segundo de los requisitos establecidos por la Ley de Usura, a saber, las
circunstancias  concurrentes;  a  ellas  se  refiere  el  predicho  informe  pericial  y  como
primera indica la distinta finalidad de la financiación, identificando la del contrato de
préstamo al consumo con la adquisición de bienes duraderos o de servicios pactados
de amortización en un plazo largo, mientras que la tarjeta de crédito permitiría cubrir
necesidades de financiación a corto plazo, distinción que se aprecia carente de solidez
por lo difuso de la línea delimitadora que defiende respecto de la finalidad de uno y otro



modo de  financiación  (la  adquisición  de  bienes  duraderos  también  puede  hacerse
mediante tarjeta de crédito, depende de lo que se entienda por durabilidad, el precio
del bien y cual sea el límite de disposición de la tarjeta). El mecanismo de concesión
(segundo  de  los  factores  diferenciadores  apuntados)  se  vincula  al  estudio
individualizado del perfil  de riesgo del potencial  prestatario,  más concienzudo en la
concesión de un préstamo al consumo que mediante tarjeta de crédito, sin embargo,
la Ley 16/2.011, de 24 de junio, de Crédito al Consumo, siguiendo la línea marcada por
la Ley 2/2.011, de 14 de marzo, de Economía Sostenible, establece la obligación del
prestamista,  antes  de  celebrar  el  contrato  de  crédito,  de  evaluar  la  solvencia  del
consumidor (art. 14 ) y en el mismo sentido se manifiesta el art. 18 de la O.M.H de 28
de octubre del año 2.011 para "cualquier contrato de crédito o préstamo". En cuanto a
su funcionamiento, se resalta la diferencia entre negocio simple de préstamo o mutuo y
de concesión decrédito (en que la suma del capital del créditono se entrega sino que
se pone a disposición del cliente o consumidor), aspecto que tampoco consideramos
relevante como elemento efectivamente diferenciador, que si lo es a nivel negocial no
se aprecia en cuanto al riesgo, pues éste se vincula a la solvencia del prestatario, es
decir,  a  la  futura  devolución  por  el  prestatario,  consumidor  o  cliente  del  capital
efectivamente  dispuesto,  lo  que  nos  devuelve  a  la  anterior  consideración  sobre  el
deber del concedente del crédito de evaluar la solvencia del   destinatario del crédito.
Adicionalmente se añade rasgo como diferenciador que justifica un mayor riesgo y, por
ende,  un interés remuneratorio más elevado el  que en el  préstamo al  consumo se
pacta un calendario de amortización, mientras que en una tarjeta de crédito el cliente
tiene total libertad para determinar las cantidades a devolver. Esto no es exactamente
así, depende de lo pactado, y al respecto la experiencia demuestra que los criterios de
devolución  son  muy  diversos  (pago  de  una  cantidad  fija  mensual,  de  un  tanto
porcentual sobre lo dispuesto, de todo lo dispuesto al final de mes....), pero no que
quede a la sola libertad del titular de la tarjeta la forma y plazos de devolución de lo
dispuesto. Otro elemento diferenciador, según el informe pericial que se examina, es el
importe del capital, mucho más elevado en los contratos de préstamos al consumo que
en  el  caso  de  las  de  crédito,  lo  que  es  o  puede  ser  así,  pero  que  no  explica  la
diferencia  del  interés  aplicado  en  uno  y  otro  caso.  Para  acabar,  se  indica  como
elemento  diferenciador  el  distinto  plazo  de  amortización,  superior  en  el  caso  del
préstamo  al  consumo  por  la  necesidad  de  acomodar  el  importe  de  la  cuota  a  la
capacidad  del  prestatario,  lo  que  nos  devuelve  a  lo  expuesto  sobre  el  deber  del
concedente del crédito de evaluar la solvencia del titular de la tarjeta al contratar y,
cabalmente, después en cada prórroga o renovación de la tarjeta. Concluyendo, siendo
cierto  que  la Circular  del  Banco  de  España  5/2.012  de  27  de  junio  (LA  LEY
12040/2012), en su anejo 1, recoge como supuesto distinto (dentro de los préstamos
sujetos a la L.Cr.C.) los préstamos o créditos facilitados mediante tarjeta de crédito
hasta 6.000 y 4.000 €, también lo es que, desde la consideración y aplicación de la Ley
de Represión de la Usura (LA LEY 3/1908), la práctica habitual disponiendo un interés
remuneratorio muy superior a otros medios de financiación no puede servir de sustento
y justificación bastante, sino que, a partir  de la constatación de que ese interés es
notablemente  superior  al  normal  en  la  financiación  del  consumo,  para  soslayar  la
reprobación de aquella Norma y sus efectos debería acreditarse la concurrencia de una
especial circunstancia que los justifique. En este caso esa circunstancia que se invoca
no se asocia al prestatario, financiado, cliente o consumidor sino al propio producto,
concebido y reglamentado por el propio concedente del crédito en razón a un riesgo (la
no  devolución  o  amortización  del  créditono  suficientemente  acreditado  (desde  la
consideración individual de cada titular de tarjeta) y que, por ende, conlleva el efecto de
que el interés remuneratorio pierda su función (desvelando así también su abusividad)



en cuanto, junto a su función retributiva, asocia otra socializadora del riesgo entre los
titulares de la tarjeta de crédito (según así pone en evidencia el TS en el apartado 5 de
su  F.D.  3  de  su  sentencia  citada  de  25-11-  2.015),  de  forma  que,  considerando
individualmente cada titular de la tarjeta, el interés que se aplica a su capital dispuesto
no retribuye esa suma sino, indirectamente, la de otros titulares o disponentes con los
que no guarda relación". Las consideraciones expuestas en dicha resolución resultan
plenamente aplicables al caso de autos, sin que parezcan tampoco relevantes otras
alegaciones que también se exponen en arar a justificar el  elevado tipo de interés,
como los casos de fraude en el uso de las tarjetas, o la no intervención de fedatario
público.". Así las cosas, salta a la vista que el interés en cuestión es muy superior al
normal,  que  en  efecto  no  se  refiere  al  interés  legal,  sino  al  que,  como señala  la
demanda,  viene  fijado en  las  estadísticas  publicadas,  sin  que  la  demandada  haya
aportado  la  mínima  justificación  del  motivo  de  la  imposición  de  tan  alto  precio  o
remuneración del dinero”.

En el  presente  caso para  el  sistema de crédito  revolving  se  establece  una
fórmula para el cálculo de los intereses y se señala que el tipo de interés máximo en
vigor a fecha 1/12/2010 es del 2´16 mensual (T.A.E. 29´23 %). Vemos en el detalle de
operaciones que aporta la actora  que se han venido aplicando intereses del 1´75%
mensual (21% anual, T.A.E. 23´14%).

Hemos de respetar, como no puede ser de otra manera, los pronunciamientosde
la sentencia del Pleno de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 25 de noviembre de
2015. Y especial consideración han de tener los pronunciamientos de las Secciones
Civiles  de  la  Audiencia  Provicial  de  Valencia,  órgano competente  para  resolver  los
recursos  devolutivos  frente  a  las  resoluciones  de  este  Juzgado.  Para  efectuar  la
comparación a los efectos de valorar si el préstamo puede considerarse usurario en los
términos de la  conocida Ley Azcárate (interés notablemente superior  al  normal  del
dinero y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso), hemos de
acudir no al interés legal del dinero sino a la media de intereses de los préstamos al
consumo  concedidos  por  las  fechas  en  que  se  concierta  la  operación
controvertida,pudiendo acudirse a las estadísticas que publica el  Banco de España,
tomando  como  base  la  información  que  mensualmente  tienen  que  facilitarle  las
entidades de crédito sobre los tipos de interés que aplican a diversas modalidades de
operaciones  activas  y  pasivas.  También  habrá  de  valorarse  si  el  interés  es
manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso. A este respecto,
consideramos que  la entidad financiera  demandada  no ha justificado la concurrencia
de  circunstancias  excepcionales  que  expliquen  la  estipulación  de  un  interés
notablemente superior al normal en las operaciones de crédito al consumo, al igual que
entendió en el supuesto enjuiciado el Alto Tribunal. A este respecto, hemos de reiterar
el acertado razonamiento del Tribunal Supremo para desestimar el argumento de que
en  esta  clase  de  créditos  está  justificado  un  interés  muy  alto:  “Aunque  las
circunstancias concretas de un determinado préstamo, entre las que se encuentran el
mayor riesgo para el prestamista que pueda derivarse de ser menores las garantías
concertadas, puede justificar, desde el punto de vista de la aplicación de la Ley de
Represión de la Usura, un interés superior al que puede considerarse normal o medio
en el mercado, como puede suceder en operaciones de crédito al consumo, no puede
justificarse  una  elevación  del  tipo  de  interés  tan  desproporcionado  en
operaciones de financiación al consumo como la que ha tenido lugar en el caso
objeto del recurso, sobre la base del riesgo derivado del alto nivel de impagos
anudado a operaciones de crédito al consumo concedidas de un modo ágil y sin
comprobar adecuadamente la capacidad de pago del prestatario, por cuanto que
la  concesión irresponsable de préstamos al  consumo a tipos de interés muy



superiores  a  los  normales,  que  facilita  el  sobreendeudamiento  de  los
consumidores y trae como consecuencia que quienes cumplen regularmente sus
obligaciones  tengan  que  cargar  con  las  consecuencias  del  elevado  nivel  de
impagos, no puede ser objeto de protección por el ordenamiento jurídico”. 

Pues  bien,  partiendo  de  todas  estas  consideraciones,  que  damos  por
reproducidas,llegamos a la conclusión de que un interés del 24´6%% T.A.E. en 2000, y
el  que ha venido aplicándose en las liquidaciones obrantes en autos,estánmuy por
encima de la media de las operaciones de préstamos y créditos a hogares sin garantía
hipotecaria  en  las  fechas  de  las  liquidaciones.  Y  no  se  justifica,  con  los  criterios
indicados, que esté justificada esa desproporción. Por todo ello, consideramos que el
crédito ha de considerarse usurario y, por ende, nulo, de conformidad con lo dispuesto
en el art. 1 de  la Ley de 23 de julio de 1908, de la Usura.

Tratándose la nulidad por interés usurario de un supuesto de nulidad radical, no
cabe confirmación, pues la nulidad es insubsanable.

SEGUNDO.- Estableceel artículo 3 de la Ley de 23 de julio de 1908, de la Usura:
“Declarada  con  arreglo  a  esta  ley  la  nulidad  de  un  contrato,  el  prestatario  estará
obligado a entregar tan sólo la suma recibida; y si hubiera satisfecho parte de aquélla y
los  intereses  vencidos,  el  prestamista  devolverá  al  prestatario  lo  que,  tomando  en
cuenta el total de lo percibido, exceda del capital prestado”. 

TERCERO.-  En  materia  de  costas,  plantea  el  presente  caso  razonable
complejidad  jurídica  y  no  son  unánimes  los  pronunciamientos  de  las  Audiencias
Provinciales.  Así,  en sentido distinto al  que se sostiene en las resoluciones “supra”
citadas, podemos citar, entre otras, las sentencias de la Sección 19ª de la Audiencia
Provincial de Madrid de 7 de marzo de 2018, o la de la Sección 1ª de la Audiencia
Provincial de Pontevedra de 15 de diciembre de 2017, que están en la línea sostenida
en el escrito de contestación. Por ello, y como permite el artículo 394 de la Ley de
Enjuiciamiento  Civil, no se efectuará imposición de costas.

Vistos  los  preceptos  citados y  demás de  general  y  pertinente  aplicación,  en
nombre de S.M. El Rey y por la autoridad conferida por el Pueblo Español 

FALLO

Que, estimando la demanda interpuesta en nombre de D. 
 frente a WIZI BANK S.A., declaro la nulidad por usura del contrato suscrito

entre las partes en fecha 28/03/2000, y condeno a la entidad demandada a restituir al
actor las cantidades satisfechas a la actora en virtud del referido contrato por conceptos
distintos a la restitución del principal prestado, a cuantificar en ejecución de sentencia.

No se hace imposición de costas.

MODO  DE  IMPUGNACIÓN:  mediante  recurso  de  APELACIÓN  ante  la
Audiencia Provincial de Valencia (artículo 455 LECn).

El recurso se interpondrá por medio de escrito presentado en este Juzgado en el
plazo de  VEINTE DÍAS  hábiles  contados desde el  día  siguiente  de la  notificación,
debiendo citar la resolución apelada, los pronunciamientos que impugna (artículo 457.2
LECn) y las alegaciones en la que basa su impugnación, junto con la consignación del
correspondiente depósito. 



INFORMACION SOBRE EL DEPÓSITO PARA RECURRIR

De conformidad con la D.A. 15ª de la LOPJ, para que sea admitido a trámite el
recurso de apelación contra esta resolución deberá constituir un depósito de 50 €, que
le será devuelto sólo en el caso de que el recurso sea estimado.

Así por esta mi sentencia, la pronuncio, mando y firmo.




